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senado de la república

El alcance de los objetivos de la reforma
a la Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal

La reforma y modernización de la Administración Pública Federal (APF) en México ha sido un proceso largo 
e intermitente caracterizado por distintos esfuerzos promovidos por el gobierno en turno (Pardo, 2015). En 
este contexto, las modificaciones a la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal (LOAPF) -apro-
badas a finales de 2018- establecen nuevas bases para la organización del aparato burocrático federal sobre 
las cuales vale la pena reflexionar. Dentro de estas modificaciones destaca, por ejemplo, el adelgazamiento 
de las organizaciones gubernamentales, la centralización de funciones y la redistribución de competencias, 
elementos orientados a mejorar la eficiencia del sector público y a promover el valor de la austeridad. En 
línea con lo anterior, este reporte discute la congruencia de estos cambios respecto de la viabilidad técnica 
y política requerida para su implementación y para la consecución de su objetivo central.

Esquema 1. Integración de la Administración Pública Federal Centralizada

Administración 
Pública Federal 

Centralizada 
(art. 1º)

Secretarías 
de Estado

Consejería 
Jurídica del 
Ejecutivo 
Federal

Órganos 
Reguladores 
Coordinadores

Oficina de la 
Presidencia 

de la 
República

19 
secretarías

(art. 26)

Fuente: Elaboración propia con información de la 
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal (DOF, 2018).
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La necesidad de transformar la administración 
pública responde a múltiples motivaciones. Una 
de las principales es la búsqueda de un aparato 
gubernamental más “eficaz, legítimo y eficiente” 
(de la Garza, 2018: 33). Estas acciones, además 
de establecer nuevas condiciones para el diseño 
y la operación de las políticas públicas, consti-
tuye también una respuesta a las presiones del 
contexto que demandan más racionalidad en 
el uso de los recursos públicos manteniendo 
la provisión oportuna de bienes y servicios 
públicos de calidad. El concepto de reforma 
administrativa abarca actividades que…

promueven cambios a la estructura o procesos 
de las organizaciones públicas diseñados para 
mejorar resultados y responder a las demandas 
públicas por mayor rendición de cuentas y 
transparencia… (Herbel, 2016: 1).

Como se observa, la motivación principal suele 
ser el incremento de la eficiencia y de la eficacia; 
no obstante, como señala Arenilla, “se puede ser 
eficaz y eficiente satisfaciendo unos fines alejados 
de la realidad y de la mejora efectiva de la vida 
de las personas, las organizaciones sociales y las 
empresas” (2017: 304). La literatura en adminis-
tración pública y, más recientemente, aquélla 
dedicada a temas de la nueva gestión pública 
(Hood, 1999) han dedicado importante espacio 
no sólo a describir el cúmulo de actividades 
que se han implementado en estos esfuerzos de 
reforma, sino también a analizar su efectividad 
y las restricciones que enfrentan a nivel orga-
nizacional y político. La forma en la que puede 
impulsarse una gestión más eficiente puede 
realizarse a través de distintos mecanismos tales 
como la redistribución de tareas, la creación de 
nuevas instituciones para la provisión de servi-
cios, la automatización de procesos, entre otros.

Dentro de estas acciones destaca, por ejemplo, 
la reducción del tamaño del aparato guberna-
mental (downsizing). Esta medida enfrenta recu-
rrentemente una realidad compleja que dificulta 
el cumplimiento de su propósito. El trabajo de 
Hammerschmid et al. (2018) centrado en el caso 
europeo estableció —y comprobó para el contexto 
estudiado— una hipótesis interesante al respecto:

La reducción del aparato gubernamental será 
efectiva en materia de mejora de la eficiencia, 
pero negativa en otras dimensiones del desem-
peño (Hammerschmid et al., 2018: 5) 

Esto significa que otros elementos de la política 
pública, la calidad de los servicios, por aludir 
a uno de estos, puede verse afectada por estas 
medidas de reducción del aparato burocrático. 
En especial, aspectos relacionados con la gestión 
de los recursos humanos. 

La modificación de las estructuras organiza-
cionales, que involucra una serie de elementos 
vinculados con la creación o ajustes a organi-
gramas, normas, rutinas burocráticas y proce-
dimientos (Bolaños, 2016), tiene implicaciones 
importantes en el resultado de la acción pública. 
Un tema central es la propia complejidad de las 
organizaciones públicas y la forma en la que la 
lógica institucional puede transformarse como 
resultado de estas reformas (Fossestøl et al., 
2015). La adopción de nuevas relaciones jerár-
quicas, de una distribución alterna de tareas, 
entre otras, demanda una alta capacidad de 
adaptación por parte las organizaciones, sin 
menoscabo del cumplimiento de su objeto 
de creación.

Otro elemento recurrente en la reforma admi-
nistrativa es la incorporación o ampliación de 
mecanismos para la transparencia. Esto, con la 
intención de allegar a la ciudadanía de instru-
mentos para monitorear y exigir cuentas a los 
gobernantes (Piotrowski, 2016). Aunado al 
diseño de este tipo de herramientas, es indis-
pensable hacer explícita su contribución a la 
eficacia y eficiencia del sector público, de tal 
forma que el establecimiento de nuevas normas 
o procesos no obstaculice el desarrollo de sus 
tareas sustantivas. En el caso de México, la 
complementariedad entre los distintos instru-
mentos para promover la transparencia repre-
senta un interesante objeto de estudio en el 
marco del Sistema Nacional Anticorrupción 
(SNA). Especialmente, el caso del SNA permite 
ejemplificar el desarrollo de un marco institu-
cional específico para la implementación de la 
política de rendición de cuentas.1

1. BASES TEÓRICAS DE LA REFORMA ADMINISTRATIVA

1 Para mayor referencia sobre el avance en la implementación del SNA se sugiere ver: Gris Legorreta, P. C., Ramírez 
Hernández, S. y R. Zepeda Gil (2018). “El Sistema Nacional Anticorrupción: Avances en la implementación”, Nota estraté-
gica No. 28, Disponible en: https://bit.ly/2OQsMGe
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Las decisiones relacionadas con modificar los 
aparatos burocráticos pueden abarcar, como 
en el caso de México, reformas legales que 
amplíen, reduzcan o redistribuyan las atribu-
ciones para cada una de las instituciones que 
conforman la APF. El éxito de estas reformas 
trasciende la formalización de estos cambios. 
Es decir, aunado a la pertinencia del diseño de 
estas, existe un desafío adicional al momento 
de la implementación. Esto significa que aun 
cuando el diseño de la reforma administrativa 
haya sido adecuado, los ajustes que se reque-
rirán para su ejecución pueden afectar la obten-
ción de resultados.

Andrews (2015) observó esto al analizar 30 
estudios de caso. De acuerdo con los hallazgos 
que obtuvo…

[…] muchos de los países han producido 
mejores leyes y procesos a través de las 
reformas, pero todavía tienen dificultades 
para la implementación de estas nuevas leyes 
y procesos. Como resultado, los problemas se 
agravan: el dinero fluye más lentamente, los 
gastos no reflejan lo planeado o presupues-
tado, las fugas son altas y los recursos fallan 
en generar resultados (Andrews, 2015: 198). 

Sin embargo, por lo general, la efectividad de 
las reformas administrativas radica en superar 
la resistencia organizacional que se enfrenta 
durante estos procesos (Arenilla, 2017). Lo ante-

rior, además, conlleva el desafío de cualquier 
reforma: críticas sobre su funcionamiento y su 
legitimidad (Subirats, 2007). 

Así, los procesos de adaptación que han tenido 
lugar en la APF han enfatizado distintos 
elementos de reforma. De acuerdo con Pardo, 
por ejemplo, durante la gestión del ex presidente 
Felipe Calderón Hinojosa, la reforma adminis-
trativa se centró en el aspecto presupuestario; 
sin embargo, también se promovió la adop-
ción de herramientas de planeación y evalua-
ción (Pardo, 2015). Esto muestra que existe 
una amplia gama de medidas para modificar 
el funcionamiento del aparato gubernamental 
cuyo propósito es, en términos generales, 
establecer condiciones más adecuadas para el 
funcionamiento de las organizaciones públicas.

Esta breve revisión de la literatura en materia 
de reforma administrativa evidencia una serie 
de elementos vinculados con la promoción de 
mayor eficacia y eficiencia en el sector público. 
Desde esta óptica, la reducción del aparato 
gubernamental, la modificación de los procedi-
mientos; el incremento de mecanismos de trans-
parencia y la administración de los recursos 
humanos constituyen aspectos que permiten 
entender el alcance de una reforma administra-
tiva. En particular, estos cuatro rubros favorecen 
el análisis de las modificaciones que se plantean 
a nivel organizacional, sobre todo, en lo que 
concierne a la lógica que subyace estas acciones.

La reforma promovida en el marco de la admi-
nistración del presidente Andrés Manuel López 
Obrador se caracteriza por perseguir tres propó-
sitos principales: 1) la adopción del valor de 
austeridad en el quehacer público; 2) la reduc-
ción de la corrupción y 3) la centralización de 
funciones.

Estos tres propósitos pueden verse reflejados en 
el contenido de la reforma a la LOAPF publi-
cada el pasado 30 de noviembre de 2018 en 
el Diario Oficial de la Federación (dof). Las 
modificaciones incluyeron reformas, adiciones 
y derogaciones a 28 artículos de la Ley que, a 
su vez, abarcaron a 16 Secretarías de Estado 
más la Oficina de Presidencia de la República 
y la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal 
(cuadro 1).

2. LA REFORMA A LA LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL

Dependencia de 
la Administración 
Pública Federal

Artículo 
reformado

1. Secretaría de 
Gobernación 27

2. Secretaría de 
Relaciones Exteriores 28

3. Secretaría de la 
Defensa Nacional 28

4. Secretaría de Seguridad 
y Protección Ciudadana 30

Fuente: Ley de Orgánica de la Administración Pública 
Federal (DOF, 2018).

Cuadro 1. Dependencias reformadas 
en la LOAPF
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Los principales cambios identificados se pueden 
clasificar en seis grandes rubros: a) sustitu-
ción de unidades administrativas; b) creación 
de dependencias de la Administración Pública 
Federal centralizada y cambio de denomina-
ción; c) creación de unidades administrativas; 
d) nuevas atribuciones; e) cambios en entidades 
paraestatales de la Administración Pública 
Federal sectorizadas a otras Secretarías y, f) 
centralización de facultades. Con el propósito 
de conocer más sobre estos cambios se retoman 
algunos ejemplos relevantes de cada uno.

a) Sustitución de unidades 
administrativas

1) Sustitución de las delegaciones en las 
entidades federativas (o regionales) por oficinas 
de representación

Conforme al criterio de desconcentración terri-
torial, las dependencias y entidades de APF 
estaban facultadas para contar con delegaciones 
en las entidades federativas o, en su caso, en 
regiones, con el fin de auxiliarse “en la aplicación 
de las normas de su competencia, así com0 en la 
implementación de los planes y programas del 
Poder Ejecutivo Federal” (Senado de la Repú-
blica, 20/11/2018: 7). La reforma al artículo 17 
Bis de la LOAPF transforma estas delegaciones 
de las dependencias en oficinas de represen-
tación las cuales, además, se coordinarán con 
las nuevas Delegaciones de Programas para el 
Desarrollo, adscritas a la Secretaría de Bienestar 
(más adelante se ahonda sobre este tema).

Artículo 17 Bis

Las dependencias y entidades de la Administra-
ción Pública Federal, conforme a lo previsto en 
los reglamentos interiores o sus ordenamientos 
legales de creación, respectivamente, podrán 
contar con oficinas de representación en las 
entidades federativas o, en su caso, en regiones 
geográficas que abarquen más de una entidad 
federativa, siempre y cuando sea indispen-
sable para prestar servicios o realizar trámites 
en cumplimiento de los programas a su cargo 
y cuenten con recursos aprobados para dichos 
fines en sus respectivos presupuestos, dichas 
oficinas se coordinarán con las Delegaciones de 
Programas para el Desarrollo […] (DOF, 2018).

En este mismo sentido, el artículo transitorio 
décimo segundo establece un límite de 180 días, 
a partir de la entrada en vigor del Decreto, para 
que las dependencias y entidades presenten al 
Ejecutivo Federal sus propuestas para mantener 
oficinas de representación. 

Las dependencias y entidades, dentro del 
término de 180 días posteriores a la entrada en 
vigor del presente Decreto, deberán presentar 
al Titular del Poder Ejecutivo sus propuestas 
para mantener oficinas de representación en 
las entidades federativas, en virtud de los 
trámites y servicios que otorgan a la ciuda-
danía o de necesidades derivadas del ejercicio 
de sus atribuciones (DOF, 2018). 

Dependencia de 
la Administración 
Pública Federal

Artículo 
reformado

5. Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público 31

6. Secretaría de Bienestar 32

7. Secretaría de 
Medio Ambiente y 
Recursos Naturales

32 Bis

8. Secretaría de Energía 33

9. Secretaría de Economía 34

10. Secretaría de 
Agricultura y Desarrollo
Rural

35

11. Secretaría de la 
Función Pública 37

12. Secretaría de 
Educación Pública 38

13. Secretaría de Salud 39

14. Secretaría de Trabajo 
y Previsión Social 40

15. Secretaría de Desarrollo 
Agrario, Territorial y Urbano 41

16. Secretaría de Cultura 41 Bis

17. Consejería Jurídica  
del Ejecutivo Federal

4º, 
43 (fracción VII),

 43 Bis

18. Oficina de la 
Presidencia de la República 8º

Fuente: Ley de Orgánica de la Administración Pública 
Federal (DOF, 2018).

Cuadro 1. Dependencias reformadas 
en la LOAPF (continuación)
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Antes de la reforma Después de la reforma

Al frente de cada Secretaría habrá un Secre-
tario de Estado, quien, para el despacho de 
los asuntos de su competencia, se auxiliará 
por:

1. Subsecretarios 1. Subsecretarios

2. Oficial Mayor
2. Titular de la 
Unidad de Adminis-
tración y Finanzas

3. Directores 3. Jefes de Unidad

4. Subdirectores 4. Directores

5. Jefes de Depar-
tamento 5. Subdirectores

6. Subjefes de 
Departamento

6. Jefes de Depar-
tamento

7. Oficina, sección y 
mesa, y por los demás 
funcionarios que esta-
blezca el reglamento 
interior respectivo y 
otras disposiciones 
legales.

7. Y los demás funcio-
narios, en los términos 
que establezcan el 
reglamento interior 
respectivo y otras 
disposiciones legales.

Fuente: Ley de Orgánica de la Administración Pública 
Federal (DOF, 2018; 2015).

Cuadro 2. Reforma al artículo 14 de la LOAPF

2 Tradicionalmente, la figura de Oficialía Mayor tiene como objetivo: planear, organizar, dirigir y controlar los recursos 
humanos, materiales y técnicos, así como las adquisiciones, enajenaciones de bienes y contratación y prestación de servicios 
necesarios para el desempeño eficiente de las funciones y atribuciones de la administración pública […] (CEFIM, 2014: 9).

2) Sustitución de las oficialías mayores por 
unidades de administración y finanzas
 
Otro de los cambios derivados de la reforma a 
la LOAPF es el que se observa en la estructura 
orgánica de las Secretarías para el despacho de 
los asuntos de su competencia, particularmente 
en el caso de la Oficialía Mayor (cuadro 2).

A partir de la reforma de 2018, la figura de 
Oficialía Mayor en las Secretarías de Estado se 
sustituye en cada dependencia —excepto en las 
Secretarías de la Defensa Nacional, de Marina 
y de Hacienda y Crédito Público (SHCP)— por 
una Unidad de Administración y Finanzas (artí-
culo 14). Estas nuevas unidades, a diferencia de 
la Oficialía Mayor, no tendrán facultades para la 

compra y contratación pública de bienes y servi-
cios2, sino que adquieren las funciones de apoyo 
administrativo establecidas en el artículo 20.

Artículo 20.

Las dependencias contarán con una Unidad 
de Administración y Finanzas encargada de 
ejecutar, en los términos de las disposiciones 
aplicables, los servicios de apoyo administra-
tivo en materia de planeación, programación, 
presupuesto, tecnologías de la información, 
recursos humanos, recursos materiales, conta-
bilidad, archivos, y los demás que sean necesa-
rios, en los términos que fije el Ejecutivo Federal. 
En los casos de las Secretarías de Hacienda y 
Crédito Público, de la Defensa Nacional y de 
Marina dichos servicios se llevarán a cabo por 
sus respectivas oficialías mayores.

Otro rasgo relevante de estas unidades admi-
nistrativas es que la designación y remoción de 
las y los titulares estará a cargo de la SHCP, al 
mismo tiempo que serán considerados servi-
dores públicos de la respectiva dependencia 
(art. 31, fracc. XXII). 

De acuerdo con el apartado de valoración jurí-
dica del Dictamen de las Comisiones Unidas de 
Gobernación y de Estudios Legislativos sobre la 
Minuta de Proyecto de Decreto por el que se reforman, 
adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal del 
Senado de la República, estas adecuaciones van 
encaminadas a reducir los gastos de funcio-
namiento de las estructuras administrativas, 
mejorar el control del ejercicio presupuestal y 
combatir la corrupción (Senado de la República, 
20/11/2018: 6, 12).

b) Creación de dependencias 
de la Administración Pública 
Federal Centralizadas y 
cambio de denominación

1) Creación de la Secretaría de Seguridad 
y Protección Ciudadana

Antecedente. El 2 de enero de 2013 fue publi-
cado en el DOF el Decreto con el que se desa-
pareció la Secretaría de Seguridad Pública 
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quedando, desde ese entonces, la Secretaría de 
Gobernación como responsable de “formular 
y ejecutar las políticas, programas y acciones 
tendientes a garantizar la seguridad pública de 
la Nación y de sus habitantes” (DOF, 2013: art. 
27, fracc. XII).

Cinco años después, con la nueva administra-
ción pública federal y con la reforma del 30 
de noviembre de 2018 a la LOAPF se volvió a 
crear la Secretaría de Seguridad y Protección 
Ciudadana como parte de las 20 dependencias 
con las que contará el Poder Ejecutivo para el 
despacho de los asuntos del orden adminis-
trativo (art. 26). De tal manera que las atri-
buciones de seguridad que anteriormente le 
fueron asignadas a la Secretaría de Goberna-
ción se transfieren a la nueva Secretaría de 
Seguridad, por ejemplo:

Artículo 30 Bis.- A la Secretaría de Segu-
ridad y Protección Ciudadanía corresponde el 
despacho de los asuntos siguientes:

I. Formular y ejecutar las políticas, programas 
y acciones tendientes a garantizar la segu-
ridad pública de la Nación y de sus habi-
tantes; proponer al Ejecutivo Federal la 
política criminal y las medidas que garan-
ticen la congruencia de ésta entre las depen-
dencias de la Administración Pública Federal; 
coadyuvar a la prevención del delito; ejercer el 
mando sobre la fuerza pública para proteger 
a la población ante todo tipo de amenazas y 
riesgos, con plena sujeción a los derechos  
humanos y libertades fundamentales; salva-
guardar la integridad y los derechos de las 
personas; así como preservar las libertades, el 
orden y la paz públicos; […]

En cuanto a los artículos transitorios, en el 
sexto se señala que los recursos humanos, 
financieros y materiales con que cuenten las 
unidades administrativas cuya adscripción 
cambia serán transferidos a su nueva depen-
dencia (como es el caso de la Secretaría de 
Gobernación a la de Seguridad y Protección 
Ciudadana en lo que respecta a la materia de 
seguridad pública) en un plazo máximo de 30 
días a partir de la entrada en vigor del Decreto.

También el artículo décimo cuarto señala que 
“las menciones en otras leyes, reglamentos y 
en general en cualquier otra disposición admi-

nistrativa, a la Secretaría de Gobernación, en lo 
que se refiere a las facultades transferidas en 
virtud del presente Decreto a la Secretaría de 
Seguridad y Protección Ciudadana, se enten-
derán referidas a esta última”.

2) Cambio de denominación de dependencias de 
la Administración Pública Federal

La reforma modificó el nombre de dos Secreta-
rías de Estado: la primera de ellas es la Secre-
taría de Bienestar (arts. 26 y 32), antes Secretaría 
de Desarrollo Social (SEDESOL) y, la segunda 
es la Secretaría de Agricultura y Desarrollo 
Rural (arts. 26 y 35), antes Secretaría de Agri-
cultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y 
Alimentación.

Contexto. La SEDESOL fue creada en 1992 para 
ser la dependencia coordinadora del Programa 
Nacional de Solidaridad (PRONASOL) 
(Cordera y Lomelí, 2003: 199), estrategia diri-
gida a combatir la pobreza en el período de 
1988 a 1994. En las siguientes administraciones 
la estrategia de SEDESOL en el combate a la 
pobreza se centró en la atención a la educación, 
salud y alimentación para fortalecer las capa-
cidades de las personas pobres, mediante los 
siguientes programas: Programa de Educación, 
Salud y Alimentación (PROGRESA) (1997-2000), 
Programa de Desarrollo Humano Oportuni-
dades (2002-2012) y PROSPERA Programa de 
Inclusión Social (2013-2018). En las Reglas de 
Operación de PROSPERA para el ejercicio fiscal 
2019, emitidas por la Secretaría de Bienestar, se 
especifica que su objetivo general es “contri-
buir al bienestar social e igualdad mediante 
la ampliación de las capacidades asociadas a 
la educación” (DOF, 28/02/2019:). Es decir, el 
programa fue modificado para conservar única-
mente la parte de fortalecimiento a la educa-
ción3 y se elimina lo que correspondía a salud y 
alimentación. En este sentido, el reciente cambio 
de nombre de la Secretaría de Bienestar en la 
LOAPF coincide también con un cambio en su 
principal estrategia y programa de combate a la 
pobreza implementado a lo largo de 30 años. 

Cabe añadir que el artículo transitorio décimo 
quinto señala que “las referencias estable-
cidas en los ordenamientos jurídicos que hacen 
mención a la Secretaría de Desarrollo Social se 
entenderán por realizadas a la Secretaría de 
Bienestar” (DOF, 2018).

3 De hecho, se señala que el programa transitará al programa Becas Benito Juárez.
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En cuanto a la Secretaría de Agricultura, Gana-
dería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, 
este nombre se le asignó desde el año 2000. Si 
bien a lo largo del tiempo esta Secretaría ha 
sufrido modificaciones en su nombre (conser-
vando siempre la parte de agricultura) actual-
mente, con base en los artículos 26 y 35 de la 
LOAPF, se le denominó Secretaría de Agricul-
tura y Desarrollo Rural.

c) Creación de unidades administrativas

1) Delegaciones de Programas para el Desarrollo

En el artículo 17 Ter. de la LOAPF se esta-
blece que el Poder Ejecutivo Federal contará 
en las entidades federativas con Delegaciones 
de Programas para el Desarrollo que tendrán 
a su cargo:

1.	 La coordinación e implementación de 
planes, programas y acciones para el desa-
rrollo integral;

2.	 funciones de atención ciudadana;

3.	 supervisión de los servidores y los 
programas a cargo de las dependencias y 
entidades, así como,

4.	 supervisión de los programas que ejercen 
algún beneficio directo a la población.

Estas Delegaciones dependerán de dos depen-
dencias: 1) de la Secretaría de Bienestar, a la 
cual estarán adscritas, jerárquica y orgáni-
camente, y 2) de la Coordinación General de 
Programas para el Desarrollo (en adelante 
Coordinación General), que estará bajo el 
mando directo de la Oficina de la Presidencia 
de la República, y que será la encargada de 
coordinar a las Delegaciones en la implemen-
tación de sus funciones.

De este modo, con la reforma, el modelo anterior 
de contar con delegaciones estatales y regionales 
de las dependencias y entidades de la APF se 
reestructuró para contar con uno nuevo donde 
se tenga una Delegación de Programas para el 
Desarrollo en cada una de las entidades fede-
rativas, jerárquicas y funcionalmente depen-
dientes de Presidencia de la República, a través 
de la Coordinación General de Programas para 
el Desarrollo. 

Por otro lado, el artículo transitorio décimo 
primero establece que el plazo para contar con 
la estructura administrativa de las Delegaciones 
de Programas para el Desarrollo es de máximo 
180 días, contados a partir de la publicación del 
reglamento respectivo (documento que aún no 
es conocido de manera pública). En la confe-
rencia de prensa del 20 de marzo de 2019, el 
Presidente de la República hizo mención de la 
estructura de este modelo.

Sí tuvimos la reunión ayer del gabinete 
ampliado para estructurar las coordinaciones, 
porque ya no hay delegaciones en los estados, 
había delegaciones por secretarías, en algunos 
estados hasta 30, 40 delegados de las distintas 
secretarías del gobierno federal, ya se elimina, 
queda un coordinador y cuatro subcoordina-
dores, uno por gabinete.

Nosotros estamos organizados por gabinetes, 
son cuatro gabinetes: el Gabinete de Segu-
ridad y Gobierno, el Gabinete de Hacienda y 
Desarrollo Económico, el Gabinete de Energía 
y Comunicaciones y Transportes y el Gabinete 
de Bienestar.

Entonces, es el coordinador y un represen-
tante, uno, de cada gabinete, o sea, es uno y 
cuatro. Esa es la estructura para cada estado.

Y de ahí baja a 266 coordinaciones, y de ahí 
baja a ocho mil centros integradores. Esa es 
la estructura (Presidencia de la República, 
20/03/2019). 

Hasta el momento, de manera oficial ya se creó 
la Coordinación General de Programas para 
el Desarrollo, cuyo titular es Gabriel García 
Hernández, quien “coordina a los delegados 
estatales y regionales del gobierno federal. 
Ejecuta los programas integrales de desarrollo 
económico-social en beneficio de las comuni-
dades, pueblos, municipios y estados” (Presi-
dencia de la República, s/f).

En lo que se refiere a lineamientos, el 11 de 
enero de 2019 se publicó en el DOF el Acuerdo 
por el que se emiten los Lineamientos Gene-
rales para la coordinación e implementación de 
los Programas Integrales para el Desarrollo. 
Conforme a la Ley, estos fueron emitidos por 
la Secretaría de Bienestar y por la Coordina-
ción General.
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En cuanto al nombramiento de las y los dele-
gados, el artículo 17 Ter., establece que su desig-
nación estará a cargo del titular de la Secretaría 
de Bienestar, a propuesta de la Coordinación 
General. Hasta el momento no ha sido publi-
cada de manera oficial la relación de las y los 
Delegados de Programas para el Desarrollo.4 
Al respecto, en el recurso de revisión RRA 
575/2019 interpuesto en contra de la Oficina 
de Presidencia de la República ante el Instituto 
Nacional de Transparencia, Acceso a la Infor-
mación y Protección de Datos Personales (INAI) 
se expone lo siguiente: el 9 de enero de 2019, un 
particular solicitó a la Oficina de la Presidencia 
de la República la siguiente información sobre 
la figura de Delegados de Programas para el 
Desarrollo (INAI, 27/03/2019: 12)5:

1.	 La denominación correcta de dicho cargo.

2.	 Los nombres de quienes ocupan el cargo y 
el estado de adscripción.

3.	 La clave del nivel salarial que le 
corresponderá.

4.	 El ingreso mensual bruto y neto desglo-
sando percepciones y deducciones.

5.	 Lo presupuestado por concepto de 
aguinaldo.

En respuesta, la Oficina de la Presidencia 
señaló ser incompetente para contar con la 
información requerida y sugirió al particular 
presentar su solicitud ante la Secretaría de 
Bienestar, dicha respuesta fue recurrida por el 
particular […].

El análisis del caso arrojó que el agravio del 
particular resulta fundado, contrario a lo seña-
lado por el sujeto obligado, este sí cuenta con 
atribuciones para conocer de la información soli-
citada por el particular (INAI, 27/03/2019: 12).

El análisis del INAI se fundamenta en que, 
conforme a la LOAPF, la Coordinación General 
de Programas para el Desarrollo está bajo el 

mando directo de la Presidencia de la República 
y es quién debe proponer a los titulares de las 
delegaciones. En la sesión ordinaria del Pleno 
del INAI, del 27 de marzo de 2019, se aprobó el 
proyecto de resolución para el recurso de revi-
sión RRA 575/2019 y ordenó: 

…revocar la respuesta del sujeto obligado 
[Oficina de la Presidencia] e instruirle a que 
asuma competencia y emita la respuesta que 
conforme a Derecho corresponda, atendiendo 
a los procedimientos que se encuentran clara-
mente consignados en nuestra Ley Federal de 
Transparencia (INAI, 27/03/2019: 14).

De este modo, hasta el momento la estruc-
tura de las Delegaciones y su nombramiento 
es poco claro y la información disponible que 
existe se basa en algunos discursos y eventos 
presidenciales cubiertos por los medios de 
comunicación.

2) Comisiones intersecretariales, consultivas y 
presidenciales

Otro ejemplo relacionado con la creación de 
unidades administrativas es la reforma al artí-
culo 21 de la LOAPF, en el que se faculta al 
presidente de la República a crear por decreto 
comisiones transitorias o permanentes, para el 
mejor despacho de los asuntos a su cargo. Estas 
comisiones podrán ser de tres tipos: 

1)	Comisiones intersecretariales. Aquéllas 
creadas para el despacho de asuntos en 
que deban intervenir varias Secretarías 
de Estado. Las entidades de la Adminis-
tración Pública Paraestatal podrán inte-
grarse a las comisiones intersecretariales, 
cuando se trate de asuntos relacionados 
con su objeto.

2)	 Comisiones consultivas. Aquéllas confor-
madas por profesionales, especialistas o 
representantes de la sociedad civil, de reco-
nocida capacidad o experiencia, designados 
por el presidente de la República con la fina-
lidad de resolver una consulta determinada 

4 En notas de prensa de agosto de 2018 que cubrieron algunos eventos del Presidente Andrés Manuel López Obrador, se 
pueden encontrar los nombres de las personas designadas para las Delegaciones de Programas para el Desarrollo, por 
ejemplo: ¿Quiénes son los delegados federales de AMLO? https://www.eleconomista.com.mx/politica/Quienes-son-los-
delegados-federales-de-AMLO-20181208-0001.html ; Gobierno de AMLO contará con delegados de programas integrales de 
desarrollo https://www.jornada.com.mx/ultimas/2018/08/11/gobierno-de-amlo-contara-con-delegados-de-programas-
integrales-de-desarrollo-6906.html
5 Folio de solicitud: 0210000013319
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o emitir una opinión sobre algún tema espe-
cificado en el objeto de su Decreto de crea-
ción. Estas comisiones podrán ser ubicadas 
dentro de la estructura de una dependencia 
del Ejecutivo. Sus conclusiones no serán 
vinculantes.

3)	 Comisiones presidenciales. Podrán ser 
conformadas por integrantes descritos en 
cualquiera de los párrafos anteriores, así 
como ex servidores públicos y servidores 
públicos de otros poderes u órdenes de 
gobierno. Estas comisiones se constituyen 
como grupos de trabajo especiales para 
cumplir con las funciones de investiga-
ción, seguimiento, fiscalización, propuesta 
o emisión de informes que deberán servir 
como base para la toma de decisiones 
o el objeto que determine su Decreto 
de creación.

d) Nuevas atribuciones

1) Secretaría de Hacienda y Crédito Público 

Entre las modificaciones a las atribuciones de la 
SHCP sobresalen, por su relevancia, dos de ellas: 

1.	 Designar y remover a las y los titulares de 
las unidades de administración y finanzas 
de las dependencias de la APF.

2.	 Fungir como área consolidadora en los 
procedimientos de compra de bienes y 
contratación de servicios de la APF.

En el primer caso, esta atribución se relaciona 
con la sustitución de la Oficialía Mayor por una 
Unidad de Administración y Finanzas en las 
dependencias (arts. 14 y 20).  La fracción XXII 
del artículo 31 establece:

Artículo 31.- A la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público corresponde el despacho de 
los siguientes asuntos:
[…]
XXII. Designar y remover a los titulares de las 
unidades de administración y finanzas a que 
se refiere el primer párrafo del artículo 20 de 
esta ley, quienes serán considerados servi-
dores públicos de la respectiva dependencia. 
Se exceptúa de lo anterior a la Secretaría de la 
Defensa Nacional y a la Secretaría de Marina, 
que contarán con sus respectivas oficialías 
mayores; (DOF, 2018).

En el segundo caso, correspondiente a ser el 
área consolidadora en los procedimientos de 
compra de bienes y contratación de servicios, 
la reforma de 2018 amplió sus atribuciones en 
la materia.

Artículo 31.- A la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público corresponde el despacho de 
los siguientes asuntos:
[…]
XXV. Planear, establecer y conducir la polí-
tica general en materia de contrataciones 
públicas reguladas por la Ley de Adqui-
siciones, Arrendamientos y Servicios del 
Sector Público y la Ley de Obras Públicas 
y Servicios Relacionados con las Mismas, 
propiciando las mejores condiciones de 
contratación conforme a los principios de 
eficiencia, eficacia, economía, transparencia, 
imparcialidad y honradez; emitir e inter-
pretar las normas, lineamientos, manuales, 
procedimientos y demás instrumentos 
análogos que se requieran en dichas mate-
rias; así como promover la homologación de 
políticas, normas y criterios en materia de 
contrataciones públicas;

XXVI. Fungir como área consolidadora de 
los procedimientos de compra de bienes y 
contratación de servicios que la propia Secre-
taría determine;

XXVII. Establecer normas y lineamientos en 
materia de control presupuestario; así como 
ejercer el control presupuestario de las 
contrataciones públicas consolidadas a través 
de la Oficialía Mayor;

(DOF, 2018)

Para hacer efectivas las nuevas atribuciones es 
indispensable la armonización de otros marcos 
normativos en la materia, por ejemplo, en el 
reglamento interno de la SHCP y de las demás 
Secretarías de Estado. Así, el artículo vigésimo 
transitorio establece:

Vigésimo. La Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público propondrá al titular del 
Ejecutivo Federal en un plazo no mayor a 
180 días, contados a partir de la entrada 
en vigor del presente Decreto, las adecua-
ciones de carácter reglamentario que, en su 
caso se requieran, para las compras consoli-
dadas de la Administración Pública Federal 
(DOF, 2018).
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De acuerdo con el apartado de valoración jurí-
dica del Dictamen de las Comisiones Unidas de 
Gobernación y de Estudios Legislativos sobre la 
Minuta de Proyecto de Decreto por el que se reforman, 
adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal, del 
Senado de la República, estas adecuaciones van 
encaminadas a conferirle a la SHCP facultades 
en materia de combate a la corrupción, logrando 
un mayor y mejor control del gasto público de 
la APF (Senado, 20/noviembre/2018: 12).

2) Secretaría de Bienestar

Las nuevas atribuciones de la Secretaría de Bien-
estar, establecidas en el artículo 32 de la LOAPF, 
se pueden clasificar en 5 temas:

1.	 Políticas públicas que garanticen el pleno 
ejercicio de los derechos y el desarrollo de 
los pueblos indígenas (fracc. XIII).

2.	 Fomentar el desarrollo rural (fracs. 
XVI – XVIII).

3.	 Cuidado de grupos vulnerables (fracc. XIX).

4.	 Coordinación de las Delegaciones Estatales 
de Programas para el Desarrollo de las Enti-
dades Federativas (fracc. XX).

5.	 Sistema de información con los padrones 
de beneficiarios de programas sociales de la 
APF (fracc. XXI).

Además de la creación de las Delegaciones Esta-
tales de Programas para el Desarrollo (tema 4), 
otro de los temas con mayor notoriedad en la 
Secretaría es el 2 referente al fomento del desa-
rrollo rural.

Artículo 32.- A la Secretaría de Bienestar corres-
ponde el despacho de los siguientes asuntos:
[…]

XVI. Fomentar y apoyar a las unidades de 
producción familiar rural de subsistencia;

XVII. Participar en la coordinación e instru-
mentación de las políticas de desarrollo rural 
para elevar el nivel de bienestar de las fami-
lias, comunidades y ejidos;

XVIII. Coadyuvar en el diseño e implemen-
tación de políticas públicas orientadas a 
fomentar la agroforestería, la productividad, la 
economía social y el empleo en el ámbito rural 
y a evitar la migración de las áreas rurales; 
(DOF, 2018)

Un avance en la implementación de esta atri-
bución ha sido la publicación el 21 de enero de 
2019, en el DOF, del Acuerdo por el que se delegan 
en el servidor público de la Secretaría de Bienestar 
las facultades que se indican (Secretaría de Bien-
estar). En este documento se establece que será 
la Subsecretaría de Planeación, Evaluación y 
Desarrollo Regional de la Secretaría de Bien-
estar, la encargada de llevar a cabo todas las 
acciones que correspondan al desarrollo rural. 

ÚNICO.- Se delega en el Titular de la Subse-
cretaría de Planeación, Evaluación y Desa-
rrollo Regional las facultades requeridas para 
[…] llevar a cabo todas las acciones que corres-
pondan para la organización y evaluación de 
los programas relativos al fomento y apoyo a 
las unidades de producción familiar rural de 
subsistencia; para fomentar la participación en 
la coordinación e instrumentación de las polí-
ticas de desarrollo rural para elevar el nivel de 
bienestar de las familias, comunidades y ejidos; 
y coadyuvar en el diseño e implementación de 
políticas públicas orientadas al fomento de la 
agroforestería, la productividad, la economía 
social y el empleo en el ámbito rural, con la 
finalidad de evitar la migración de las áreas 
rurales. Lo anterior, con estricto apego a los 
lineamientos que sean autorizados (Secretaría 
de Bienestar, 21/01/2019).

El acuerdo establece, además, que esta Subse-
cretaría será la encargada de operar el programa 
“Sembrando Vida”6, el cual tiene como pobla-
ción objetivo a “sujetos agrarios mayores de 
edad que habitan en localidades rurales, cuyo 
ingreso es inferior a la línea de bienestar rural 
y que son propietarios o poseedores de 2.5 
hectáreas disponibles para ser trabajadas en un 
proyecto agroforestal” (Secretaría de Bienestar, 
24/01/2019).

El Programa incentivará a los sujetos agrarios 
a establecer sistemas productivos agrofores-
tales, el cual combina la producción de los 

6 Sus lineamientos de operación se publicaron en el DOF el 24 de enero de 2019 https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.
php?codigo=5548785&fecha=24/01/2019
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cultivos tradicionales en conjunto con árboles 
frutícolas y maderables, y el sistema de Milpa 
Intercalada entre Árboles Frutales (MIAF), 
con lo que se contribuirá a generar empleos, 
se incentivará la autosuficiencia alimentaria, 
se mejorarán los ingresos de las y los pobla-
dores y se recuperará la cobertura forestal de 
un millón de hectáreas en el país (Secretaría de 
Bienestar, 12/02/2019).

En lo que respecta al tema 5 sobre el sistema 
de información de beneficiarios de programas 
sociales de la APF, es importante revisar con 
qué se cuenta en la actualidad. La fracción 
XXI del artículo 32 establece que la Secre-
taría de Bienestar deberá integrar, mantener 
y actualizar un sistema de información con 
los padrones de beneficiarios de programas 
sociales de la APF, así como depurar sus dupli-
cidades. Hasta el momento lo que existe de 
manera pública es un Padrón Único de Benefi-
ciarios (PUB), herramienta que contiene infor-
mación de los beneficiarios de los Programas 
de Desarrollo Social, cuya integración recae en 
la Secretaría de Desarrollo Social7. El PUB se 
integra mediante los términos establecidos en 
el Acuerdo por el que se crea el Sistema de Informa-
ción Social Integral y se emiten sus lineamientos, 
el cual se publicó en el DOF el 5 de septiembre 
de 2018, es decir, todavía bajo la anterior admi-
nistración federal.

El Sistema de Información Social Integral 
es un conjunto de instrumentos, aplica-
tivos, subsistemas y reglas, que integra de 
forma estructurada y sistematizada infor-
mación socioeconómica de potenciales y 
actuales beneficiarios de Programas de Desa-
rrollo Social, padrones de beneficiarios de 
Programas de Desarrollo Social, registros 
administrativos, infraestructura social, la 
oferta social y otras fuentes de información 
generadas por Dependencias, Entidades e 
Instituciones de la Administración Pública 
Federal, de las Entidades Federativas y de 
los Municipios, y de organizaciones de la 
sociedad civil, que guarden relación con los 
indicadores para la medición de la pobreza 
multidimensional establecidos en el artículo 
36 de la Ley General de Desarrollo Social y 
los derechos para el desarrollo social estable-
cidos en el artículo 6 de dicho ordenamiento 
legal (SEDESOL, 05/09/2018).

En este sentido se requiere tener mayor claridad 
sobre cuáles serán los términos para una posible 
transición o recuperación de la información de 
las bases de datos actuales de las personas bene-
ficiarias de programas sociales de la APF del 
PUB para la creación del sistema información 
que establece la reforma a las atribuciones de la 
Secretaría de Bienestar.

3) Secretaría de Salud

Entre las nuevas atribuciones que la LOAPF le 
otorga a la Secretaría de Salud, se encuentran 
las siguientes (art. 39):

1.	 Elaborar y conducir la política nacional 
en materia de servicios médicos gratuitos 
universales (fracc. I).

2.	 Crear y administrar establecimientos de medi-
cina tradicional complementaria (fracc. II).

3.	 Elaborar y conducir políticas tendientes a 
garantizar acceso a los servicios de salud 
para las personas que no sean beneficiarios 
o derechohabientes de alguna institución 
del sector salud (fracc. XXIV).

4.	 Elaborar y conducir la política para la 
producción nacional de medicamentos u 
otros insumos para la salud (fracc. XXV).

De este conjunto de atribuciones sobresale de 
manera particular la relacionada con la univer-
salidad de los servicios médicos, sobre todo para 
las personas que no sean beneficiarios o dere-
chohabientes de alguna institución del sector 
salud. En la conferencia de prensa matutina 
del 14 diciembre de 2018, el presidente Andrés 
Manuel López Obrador explicó la nueva estra-
tegia federal para contar con un nuevo sistema 
de salud pública basado en la federalización de 
los servicios de salud. 

Vamos a reunirnos con 8 gobernadores para 
firmar un convenio y mejorar el sistema de 
salud pública en estos 8 estados. Desde luego, 
es un plan general, que incluye a las 32 enti-
dades federativas del país; es decir, es para 
todo México el mejorar el sistema de salud 
pública. Pero vamos a hacerlo paulatinamente 
para hacerlo bien […]

7 https://pub.bienestar.gob.mx/spp/
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Vamos a trabajar, primero, con 8 estados, se 
van a federalizar los servicios de salud en 8 
estados; cada seis meses se van a incorporar 
8 estados más. De modo que este año es para 
16 estados, el año próximo otros 16 y en dos 
años vamos a tener un nuevo sistema de 
salud pública.

El convenio significa que los estados trasladan 
los servicios de salud a la federación. Se va a 
hacer cargo la federación de todo el sistema de 
salud. Se integra todo el sistema de salud.

Uno de los problemas actuales es la fragmen-
tación, la desintegración del sistema de salud 
[…]. Y ahora lo que queremos es integrar los 
sistemas de salud y comenzar dando atención 
especial a la población que no tiene seguridad 
social, a los que no son derechohabientes. 
Estamos hablando de más de la mitad de la 
población que no tiene seguridad social […].

Entonces, se va a garantizar atención 
de primer nivel en centros de salud, en 
unidades médicas del Seguro Social; aten-
ción de segundo nivel, es decir, hospitalaria, 
en clínicas de la Secretaría de Salud de los 
gobiernos estatales. Y en las clínicas del 
ISSSTE y del Seguro se van a atender emer-
gencias, independientemente si son o no son 
derechohabientes. Y esta red de atención va a 
incluir el que podamos trasladar pacientes a 
los institutos de salud del país.

Hay un fondo de salud de 90 mil millones de 
pesos, que se va a emplear con este propó-
sito. Para estos primeros 8 estados va a haber 
una inversión adicional de cerca de 25 mil 
millones de pesos.

A los seis meses, a mitad del año próximo, van 
a entrar 8 estados más y se les va a destinar una 
cantidad similar. Mientras estamos trabajando 
en el plan modelo, en 8 estados de sureste, se 
va a continuar dando el servicio como siempre 
en el resto del país,

El propósito es que haya atención médica, 
medicamentos gratuitos (Presidencia de la 
República, 14/12/2018a).

En esta misma conferencia de prensa el presi-
dente de la República confirmó que el Seguro 
Popular será “sustituido por un sistema de 
salud pública que garantice la atención médica 
de calidad y medicamentos gratuitos” (Presi-
dencia de la República, 14/12/2018a). 

El mismo 14 de diciembre de 2018, el presidente 
de la República firmó el Acuerdo para garan-
tizar acceso a los servicios de salud y medicamentos 
gratuitos de la población sin seguridad social, con 
los gobernadores de ocho estados: Campeche, 
Chiapas, Guerrero, Oaxaca, Quintana Roo, 
Tabasco, Veracruz y Yucatán (Presidencia de la 
República, 14/12/2019b). En los dos primeros 
numerales del Acuerdo se establece la construc-
ción gradual de un Sistema Universal de Salud 
que estará a cargo de la Secretaría de Salud 
como lo establece la LOAPF:

1.	 Garantizar el derecho a la salud con aten-
ción médica y medicamentos gratuitos 
a la población sin seguridad social. Se 
construirá de manera gradual un Sistema 
Universal de Salud que elimine la frag-
mentación y la segmentación. Se dará 
prioridad a la población de las regiones de 
muy alta o alta marginación.

2.	 Los servicios de salud serán proporcio-
nados por el gobierno federal al pueblo 
de México. La acción conjunta de las insti-
tuciones públicas de salud —federales y 
estatales— estará bajo el mando central de 
la Secretaría de Salud.

(Presidencia de la República, 14/12/2018b).

Recientemente, el 9 de abril de 2019 en la 
presentación del Informe de la Comisión de 
Alto Nivel: ‘Salud Universal en el siglo XXI: 40 
años de Alma-Ata’, frente a la Alta Comisio-
nada de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos, Michelle Bachelet y representantes 
de la Organización de Estados Americanos y de 
la Organización Panamericana de la Salud, el 
presidente de México, anunció la creación del 
Instituto Nacional de Salud para el Bienestar 
como parte de esta misma estrategia.

…vamos a federalizar el sistema de salud, 
sobre todo en lo que tiene que ver a la atención 
de la población no asegurada…
Vamos por eso a reestructurar todo el sistema 
de salud, vamos a crear un instituto nacional de 
salud para el bienestar, que se va a ocupar de la 
atención de quienes no tienen posibilidades de 
contar con un seguro, de la población no asegu-
rada, es de los cambios que vamos a llevar a cabo.
Vamos desde luego a hacerlo con la partici-
pación de los gobiernos estatales, que están 
conscientes de que hace falta mejorar el 
sistema de salud.
(Presidencia de la República, 09/04/2019).
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El pasado 3 de julio de 2019 el Diputado Mario 
Delgado presentó ante la Comisión Perma-
nente del Congreso de la Unión la iniciativa8 
de reforma a la Ley General de Salud, Ley de 
Coordinación Fiscal y Ley de los Institutos 
Nacionales de Salud con el fin de crear el 
Instituto de Salud para el Bienestar (Cámara 
de Diputados, 03/07/2019). Al mismo tiempo 
anunció que, del 7 al 9 de agosto, se llevarán 
a cabo audiencias públicas, en el marco de 
parlamento abierto, en la Cámara de Dipu-
tados para conocer las propuestas de las y los 
especialistas en el tema de salud. Por su parte 
el Presidente de la República, Andrés Manuel 
López Obrador, anunció el pasado 17 de julio 
que enviará también al Poder Legislativo una 
iniciativa de reforma con la que se creará el 
Instituto de Salud para el Bienestar9 (AMLO, 
17/07/2019).

e) Cambio en entidades paraestatales 
de la Administración Pública Federal 
sectorizadas a otras Secretarías

Antes de la recién reforma a la LOAPF, la 
entonces SEDESOL tenía como parte de sus 
atribuciones “asegurar la adecuada distri-
bución, comercialización y abastecimiento 
de los productos de consumo básico de la 
población de escasos recursos…” (DOF, 2015: 
art. 32, fracc. XIII). Para dar cumplimiento a 
dicha atribución las entidades paraestatales 
de Liconsa S.A. de C.V., y Diconsa S.A. de 
C.V., estaban sectorizadas a SEDESOL (SHCP, 
15/08/2018).

Con la reforma de 2018, esta atribución fue tras-
ladada de la SEDESOL a la Secretaría de Agri-
cultura y Desarrollo Rural.

Artículo 35.- A la Secretaría de Agricultura y 
Desarrollo Rural corresponde el despacho de 
los siguientes asuntos:
[…]
XXII. Asegurar la adecuada distribución, 
comercialización y abastecimiento de los 
productos de consumo básico de la población 
de escasos recursos, con la intervención que 

corresponda a las Secretarías de Economía y 
de Bienestar bajo principios que eviten su uso 
o aprovechamiento indebido o ajeno a los obje-
tivos institucionales;

XXIII. Contribuir a la seguridad alimen-
taria, garantizando el abasto de productos 
básicos, y…

(DOF, 2018).

Esto implicó cambios en la sectorización de 
estas entidades paraestatales. El artículo transi-
torio décimo séptimo establece que “a partir de 
la entrada en vigor del presente Decreto las enti-
dades descentralizadas denominadas Liconsa 
S.A. de C.V. y Diconsa, S.A. de C.V. quedan 
sectorizadas en la Secretaría de Agricultura y 
Desarrollo Rural” (DOF, 2018).

Este cambio de sectorización de las entidades 
se reflejó en la publicación del Presupuesto de 
Egresos de la Federación 2019 (PEF) (Cámara de 
Diputados, 28/12/2019: 94). Y recientemente el 
1 de marzo de 2019 la Secretaría de Agricultura 
y Desarrollo Rural publicó en el DOF las Reglas 
de Operación del Programa de Abasto Social 
de Leche, a cargo de Liconsa10 y las Reglas 
de Operación del Programa de Abasto Rural, 
a cargo de Diconsa11, ambas para el ejercicio 
fiscal 2019. 

Cabe señalar que este no es el único cambio 
en las entidades paraestatales, ya el artí-
culo décimo sexto transitorio establece que la 
SHCP “deberá registrar, en la relación única 
de entidades paraestatales de la Administra-
ción Pública Federal 2019, los cambios en las 
entidades que en virtud del presente Decreto 
quedan sectorizadas en otra Secretaría” 
(DOF, 2018). 

f) Centralización de facultades

Uno de los principales cambios observados en la 
reforma de la LOAPF es una constante tendencia 
a la concentración de facultades en la Adminis-
tración Pública Centralizada12, por ejemplo:

8 http://gaceta.diputados.gob.mx/Gaceta/64/2019/jul/20190708.html#Iniciativa18
9 Lineamientos del Instituto de Salud para el Bienestar: https://lopezobrador.org.mx/2019/07/12/presidente-anuncia-
lineamientos-del-instituto-de-salud-para-el-bienestar/
10 https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5551716&fecha=01/03/2019
11 https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5551715&fecha=01/03/2019
12 La Oficina de la Presidencia de la República, las Secretarías de Estado, la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal y los 
Órganos Reguladores Coordinados integran la Administración Pública Centralizada (DOF, 2018: art. 1).
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a)	 Oficina de la Presidencia de la República. 
El artículo 8 establece que la Oficina de la 
Presidencia de la República definirá las 
políticas en materia de gobierno digital, 
informática, tecnologías de la informa-
ción y comunicación de las dependencias 
y entidades de la APF. Asimismo, esta-
blece que esta Oficina formulará y condu-
cirá la política de comunicación social 
del Gobierno Federal con la intervención 
que corresponda a la Secretaría de Gober-
nación. Dichas funciones anteriormente 
correspondían a cada dependencia federal.

b)	 Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público. Al sustituir las oficialías mayores 
de las Secretarías de Estado, las nuevas 
unidades administrativas y finanzas de 
las dependencias de las APF quedarán a 
cargo de la SHCP. Esta Secretaría será la 
encargada de designar y remover a las y 
los titulares de las unidades de las Secreta-
rías de Estado13 (DOF, 2018: art. 31, fracc. 
XXII). Para ello, la SHCP establecerá el 
modelo organizacional y de operación de 
las unidades de administración y finanzas 
del sector centralizado y por conducto de 
su Oficialía Mayor, coordinará la opera-
ción de dichas unidades. Al mismo tiempo 
establecerá los lineamientos y directrices 
aplicables a las unidades administrativas 
que realicen las funciones análogas en las 
entidades paraestatales (art. 20). 

c)	 Presidencia de la República y Secretaría 
de Bienestar. Con la desaparición de las 
delegaciones de las dependencias y enti-
dades de la APF en los estados del país, las 

nuevas Delegaciones de Programas para 
el Desarrollo quedan adscritas, jerárquica 
y orgánicamente, a la Secretaría de Bien-
estar. Asimismo, la coordinación de sus 
funciones corresponderá a la Presidencia 
de la República mediante la Coordinación 
General de Programas para el Desarrollo, 
entidad que, además, podrá proponer a 
la Secretaría de Bienestar a las y los titu-
lares de dichas delegaciones (DOF, 2018: 
art. 17 Ter.).

d)	 Secretaría de la Función Pública. El artí-
culo 37, fracción XII otorga a la Secre-
taría de la Función Pública la facultad 
de designar a las y los titulares de los 
órganos internos de control de las depen-
dencias y entidades de la APF, así como 
de las unidades administrativas equiva-
lentes en las empresas productivas del 
Estado, quienes dependerán jerárquica, 
funcional y presupuestalmente de la 
Secretaría. Asimismo, designará y remo-
verá a los titulares de las áreas de audi-
toría, quejas y responsabilidades de los 
citados órganos internos de control. Al 
depender el nombramiento y el presu-
puesto de los órganos internos de control 
de la Secretaría de la Función Pública, 
el legislativo buscó erradicar la discre-
cionalidad en los nombramientos —que 
dejaran de estar sujetos a factores polí-
ticos más que técnicos—, garantizar la 
independencia e imparcialidad, velar por 
la integridad de los servidores públicos, 
así como promover la transparencia y 
el apego a la legalidad (Senado, 20/
noviembre/2018: 17, 18).

13 La LOAPF exceptúa de dicha norma a la Secretaría de la Defensa Nacional y a la Secretaría de Marina, que contarán con 
sus respectivas oficialías mayores (DOF, 2018: art. 31, fracc. XXII).
14 “Austeridad republicana es eliminar gastos excesivos y canalizar recursos para los más necesitados: Función Pública” 
Disponible en: https://www.gob.mx/sfp/articulos/conferencia-de-prensa-austeridad-republicana

a) La adopción del valor de austeridad 
en el quehacer público

La descripción realizada previamente muestra 
con claridad que el valor predominante en 
esta reforma es la promoción de medidas de 
austeridad. En línea con esto, acciones como la 
reducción de la plantilla laboral, de los costos 

de servicios personales, así como de las plazas 
eventuales constituyen esfuerzos para el adelga-
zamiento de la burocracia.14 No obstante, resulta 
complejo identificar los criterios que se han 
seguido para tomar estas decisiones, es decir, 
estas medidas prevén emplearse de forma gene-
ralizada aun cuando la realidad de las depen-
dencias de la APF es heterogénea. Un ejemplo 

3. APUNTES CLAVE PARA LA IMPLEMENTACIÓN
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de lo anterior es precisamente la proporción 
de empleados contratados bajo el régimen de 
honorarios respecto de aquéllos de estructura.15 
Bajo esta lógica, al ser esta proporción mayor en 
unas dependencias que en otras, medidas como 
suspender la contratación de personal de hono-
rarios tendrá efectos diferenciados. 

La creación de las Delegaciones de Programas 
para el Desarrollo abona también a la reducción 
de estructura gubernamental; sin embargo, su 
implementación plantea un desafío importante 
en términos de organización, al mismo tiempo 
que adolece del mismo problema que la reduc-
ción de personal: no se identifica un criterio claro 
y un fundamento razonado para eliminar de 
forma homogénea las delegaciones que tenían 
las Secretarías de Estado para la operación de 
sus programas dado que, incluso, la Oficialía 
Mayor de la SHCP estableció que las Unidades 
de Administración y Finanzas de las dependen-
cias y entidades de la APF “podrán justificar la 
necesidad de mantener las oficinas de represen-
tación y de contratar al personal indispensable 
para su operación”, autorización que queda a 
discrecionalidad de la SHCP (SHCP, 2019). La 
premisa básica de la austeridad que subyace en 
esta reforma depende del cumplimiento de dos 
condiciones importantes. La primera, es que la 
implementación de estas medidas recae en los 
lineamientos y directrices que se establezcan al 
interior de la APF. La segunda, es asegurarse de 
que la ejecución de estas medidas no interfiera 
con el cumplimiento de los objetivos de cada 
organización.

Este último punto puede afectar considerable-
mente la continuidad de las operaciones de 
distintas organizaciones. Un ejemplo reciente es 
el caso del Consejo Nacional de Evaluación de 
la Política de Desarrollo Social (CONEVAL) en 
donde el Secretario Ejecutivo señaló que, acatar 
la medida de no contratar personal eventual, es 
decir, reducir 69% de la plantilla laboral total, 
son “ajustes que implicarían que la institución 
prácticamente deje de funcionar en las próximas 
semanas” (Animal Político, 2019). 

Lo que resalta respecto de la promoción del 
valor de la austeridad a partir de estos cambios 
en la LOAPF es que su viabilidad y perti-
nencia no deben perder de vista la necesidad de 

cumplir a cabalidad con la generación de bienes 
y servicios públicos, aspecto que puede verse 
comprometido a partir de decisiones no funda-
mentadas para realizar recortes presupuestarios 
arbitrarios. 

b) La reducción de la corrupción

Esta reforma también ha estado estrechamente 
vinculada con la agenda de combate a la corrup-
ción, lo cual da un matiz distinto a la discusión 
sobre las decisiones de reconfigurar la APF. Esto 
debido a que la forma que adopten las estruc-
turas burocráticas influirá en las condiciones en 
las que la corrupción puede presentarse. Como 
señala Merino…

la respuesta institucional a la corrupción no 
puede ceñirse a la detección y persecución de 
corruptos sino a la detección permanente y la 
modificación deliberada de las normas y los 
procesos que la generan (Merino, 2015: 18).

En este sentido, las modificaciones que se realicen 
a partir de lo establecido en la reforma a la LOAPF 
determinarán las nuevas dinámicas organizacio-
nales que tendrán lugar en estas instituciones y 
que afectarán no sólo el cumplimiento del objeto 
de cada una, sino las acciones transversales que 
se promueven, como el combate a la corrupción. 
Al respecto, es importante señalar que la lógica 
que guía la reforma a la APF no garantiza en 
automático que la corrupción vaya a disminuir, 
especialmente porque existen pocos aspectos de 
la reforma enfocados a la simplificación adminis-
trativa y a mejorar los procesos de gestión. En 
consecuencia, esperar que únicamente a partir 
de la implementación de esta reforma se generen 
condiciones para reducir la corrupción es poco 
realista. 

Adicionalmente, la promoción del valor de 
la austeridad, el cual se ha manifestado en la 
reducción tanto de la estructura gubernamental 
como de la plantilla laboral se contrapone con 
reformas anteriores en materia de combate a la 
corrupción en donde, por el contrario, se propuso 
la creación de un entramado institucional espe-
cíficamente para el diseño, implementación y 
evaluación de la política anticorrupción, a partir 
de la instauración del SNA.

15 Sólo para ejemplificar, de acuerdo con el Censo Nacional de Gobierno Federal 2017-2018 (INEGI), de 2016 a 2017 la cifra 
de personal contratado bajo el régimen de honorarios pasó de 15,507 a 27, 847 en la APF.
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Disposición (artículos transitorios) Plazos y fechas límite
Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su 
publicación en el Diario Oficial de la Federación. •	 1 de diciembre de 2018.

Cuarto.- El Titular del Ejecutivo Federal deberá expedir las adecuaciones 
correspondientes a los reglamentos interiores de las dependencias y 
entidades en un plazo no mayor de 180 días, contados a partir de la 
entrada en vigor del presente Decreto.	

•	 180 días a partir a la entrada en 
vigor del Decreto.

•	 Fecha límite: 31 de mayo de 
2019.

Sexto.- Los recursos humanos, financieros y materiales con que cuenten 
las unidades administrativas cuya adscripción cambia por disposición 
o consecuencia del presente Decreto serán transferidos a su nueva 
dependencia en un plazo máximo de 30 días a partir de la entrada en 
vigor del mismo y su registro contable dará inicio a partir del 1 de enero 
de 2019.

•	 30 días a partir a la entrada en 
vigor del Decreto.

•	 Fecha límite: 31 de diciembre de 
2018.

Décimo Primero.- La estructura administrativa de las Delegaciones de 
Programas para el Desarrollo deberá quedar constituida en un plazo 
máximo de 180 días, contados a partir de la publicación del reglamento 
respectivo.	

•	 180 días a partir de la publica-
ción del reglamento respectivo.

•	 Fecha límite: noviembre.

Décimo Segundo.- Las dependencias y entidades, dentro del término 
de 180 días posteriores a la entrada en vigor del presente Decreto, 
deberán presentar al Titular del Poder Ejecutivo sus propuestas para 
mantener oficinas de representación en las entidades federativas, en 
virtud de los trámites y servicios que otorgan a la ciudadanía o de nece-
sidades derivadas del ejercicio de sus atribuciones.

•	 180 días posteriores a la entrada 
en vigor del Decreto.

•	 Fecha límite: 31 de mayo de 
2019.

Décimo Sexto.- La Secretaría de Hacienda y Crédito Público deberá 
registrar, en la relación única de entidades paraestatales de la Admi-
nistración Pública Federal 2019, los cambios en las entidades que en 
virtud del presente Decreto quedan sectorizadas en otra Secretaría.

•	 Fecha límite: agosto de 2019.

Vigésimo.- La Secretaría de Hacienda y Crédito Público propondrá al 
titular del Ejecutivo Federal en un plazo no mayor a 180 días, contados a 
partir de la entrada en vigor del presente Decreto, las adecuaciones de 
carácter reglamentario que, en su caso se requieran, para las compras 
consolidadas de la Administración Pública Federal.

•	 180 días a partir de la entrada en 
vigor del Decreto.

•	 Fecha límite: 31 de mayo de 
2019.

Vigésimo Primero.- El Ejecutivo Federal deberá instituir las Unidades de 
Género de la Administración Pública Federal en un plazo de 60 días 
naturales a partir de la entrada en vigor del presente Decreto.

•	 60 días naturales a partir de la 
entrada en vigor del Decreto.

•	 Fecha límite: 31 de enero de 
2019.

Nota: el conteo de los días que marcan los artículos cuarto, sexto, décimo primero, décimo segundo y vigésimo se hizo 
a partir de días naturales, ya que la Ley no especifica si son días hábiles o naturales.
Fuente: elaboración propia con base en la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal  (DOF, 2018).

Lo anterior pone de manifiesto que la propia 
complejidad del fenómeno de la corrup-
ción demanda la convergencia de esfuerzos y 
recursos, lo cual puede entrar en conflicto con el 
objetivo de una reforma organizacional centrada 
en el valor de la austeridad. Aunado a los desa-
fíos de implementación que ésta requiere, es 
necesario valorar su complementariedad con 
otras reformas que prevén implementarse, por 
ejemplo, la Ley Federal de Austeridad Republi-
cana y la Ley Federal de Remuneraciones de los 
Servidores Públicos, Reglamentaria de los artí-
culos 75 y 127 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos.

c) Centralización de funciones

Uno de los aspectos importantes que deter-
minan el funcionamiento de la nueva la organi-
zación de la APF es el avance en el proceso de 
transición que establece la LOAPF. Para ello, 
es indispensable tener presente los tiempos 
que marcan los artículos transitorios para un 
mejor monitoreo del proceso de implementa-
ción (cuadro 3).

Cuadro 3. Tiempos para la implementación de la reforma a la LOAPF
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Algunos de los cambios fundamentales, cuyos 
plazos se cumplieron en el mes de mayo, para la 
organización de la nueva estructura orgánica son: 
la expedición de los reglamentos interiores de 
las dependencias y entidades; las adecuaciones 
reglamentarias para las compras consolidadas de 
la APF y las propuestas de las dependencias para 
mantener oficinas de representación en las enti-
dades federativas. Además, es relevante contar y 
dar a conocer la estructura administrativa de las 
Delegaciones de Programas para el Desarrollo, 
cuyo plazo máximo es noviembre de 2019. 

El avance en el cumplimiento e implementación 
de la Ley no sólo es importante para las depen-
dencias y entidades de la APF, sino también para 
la población que depende de su funcionamiento 
para garantizar sus derechos y servicios públicos.

El énfasis que dan estas modificaciones muestra 
que la reconfiguración de la APF promueve el 
fortalecimiento de dos instituciones clave para 
la gestión del sector público: la Oficina de la 
Presidencia y la SHCP. Esto puede relacionarse 
con el interés de generar, a partir de estas modi-
ficaciones, una mayor concentración del poder 
político y económico en esta administración.

Al respecto es importante señalar dos riesgos. El 
primero es generar problemas de coordinación 
entre la Oficina de la Presidencia y el resto de las 
dependencias y entidades y la APF, al asumir ésta 
funciones que anteriormente se desempeñaban en 
cada una de estas instituciones, por ejemplo, las 
actividades de comunicación social. A este desafío 

debe sumarse el caso específico de las Delega-
ciones de Programas para el Desarrollo, las cuales 
estarán “adscritas, jerárquica y orgánicamente a la 
Secretaría de Bienestar”, pero cuya coordinación 
recaerá en la Oficina de la Presidencia (art. 17 Ter). 
En materia de implementación esta configuración 
prevista para que estas delegaciones   operen 
puede presentar dificultades al involucrar a dos 
organizaciones en este proceso. Mientras que el 
control político de estas delegaciones se plantea 
ubicar en la Oficina de la Presidencia, su subordi-
nación a la Secretaría de Bienestar tendrá impli-
caciones para la gestión, aspectos que pueden 
entrar en conflicto si los intereses de ambas insti-
tuciones no están alineados. Esto puede derivar 
en un mandato confuso y dividido que limite la 
obtención de resultados.

La nueva configuración que adopten las orga-
nizaciones públicas permitirá identificar si, 
bajo esas condiciones, es posible cumplir de 
manera satisfactoria sus funciones. Aunado a 
esto, la política de reducción de la plantilla de 
recursos humanos en las dependencias y enti-
dades públicas también constituye un elemento 
a valorar en términos de su efecto en la produc-
ción de bienes y servicios públicos.16

Como se discutió en el apartado teórico de este 
documento es la capacidad de adaptación de las 
organizaciones a las nuevas condiciones que se 
establezcan después de estos cambios. Esto es, 
a la redistribución de actividades, al desarrollo 
de nuevos procesos y, en general, a las diná-
micas que se generen.

4. REFLEXIONES FINALES

16 En mayo pasado, por ejemplo, el titular del Ejecutivo Federal en donde se anunciaron medidas en esta materia como la 
restricción de cinco asesores por dependencia, la reducción en 30% de los gabinetes de apoyo, la desaparición de las plazas 
nivel dirección general adjunta, entre otras. (Presidencia de la República, 3 de mayo de 2019).

El conjunto de modificaciones que se plantean 
a partir de la reforma realizada a la LOAPF en 
noviembre de 2018 generarán, en su implemen-
tación, una nueva configuración al interior de 
la APF, pero también en su relación con otros 
niveles de gobierno. Asimismo, las decisiones 
sobre la transferencia de funciones, la creación 
de nuevas unidades administrativas, la concen-
tración de actividades, entre otras, demanda 
un proceso de adaptación que, al menos en 
un primer momento, puede tener costos en 
eficiencia o en eficacia.

Como se señaló, las decisiones complementarias 
en materia de austeridad pueden afectar también 
el proceso de adaptación de las organizaciones 
públicas a estas nuevas condiciones en donde 
algunas dependencias o entidades tendrán 
nuevas funciones o donde otras deberán asumir 
la coordinación de otras actividades que en el 
pasado eran competencia de otra organización.

La reducción de la plantilla laboral, por 
ejemplo, pareciera ser una medida cuya instru-
mentación se plantea como homogénea sin 
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que exista un diagnóstico organizacional que 
permita identificar las necesidades particu-
lares en materia de recursos humanos que se 
requieren para el cumplimiento óptimo de las 
funciones encomendadas a cada dependencia 
o entidad. 

Un elemento adicional que destaca es la crea-
ción de las delegaciones para el desarrollo en 
las 32 entidades federativas. Como se señaló, 
existe poca claridad hasta el momento respecto 
de cómo se constituirán, de sus funciones y de 
la relación de subordinación que se plantea 
con la Oficina de la Presidencia. Más aún, 
tampoco se identifica la complementariedad/
duplicidad que podría surgir con las activi-
dades que lleven a cabo las delegaciones que 
planteen conservar las distintas dependencias 
y entidades de la APF en los estados para su 
funcionamiento. 

Lo que resalta de esta primera revisión a lo 
planteado por la LOAPF es que este instru-
mento únicamente constituye el primer paso 
para la transformación del aparato guberna-
mental cuyos resultados no serán visibles en el 
corto plazo pero que demandan un seguimiento 
puntual de las posibles distorsiones que pueda 
generar su implementación con el fin de que 
estas puedan corregirse a tiempo y no generen 
efectos nocivos en la población.

Es indispensable analizar las particularidades 
de cada una de estas decisiones a partir de la 
emisión de reglamentos, manuales y linea-
mientos de las dependencias y entidades de la 
APF, así como de las decisiones presupuesta-
rias que se tomen para el ejercicio fiscal 2020.

Con base en lo anterior, es posible identificar 
algunas recomendaciones clave para facilitar la 
implementación de esta reforma:

1.	 Dado que el énfasis de la reforma está en 
la promoción del valor de la austeridad 
en el sector público, es importante que su 
instrumentación se acompañe de un diag-
nóstico claro de la situación de las distintas 

dependencias y entidades de la APF con 
el propósito de establecer criterios espe-
cíficos para implementar estas medidas.  
Esto, por una parte, disminuirá el riesgo de 
que las medidas de austeridad dificulten la 
operación de las organizaciones; mientras, 
por otra, dará mayor legitimidad política a 
estas decisiones.

2.	 La implementación de otras reformas como 
la relacionada con la remuneración de los 
servidores públicos, por ejemplo, debe 
analizarse de forma conjunta con la nueva 
configuración de la APF, procurando que 
sus efectos se potencien y no se materialicen 
en esfuerzos aislados con poco impacto en 
el funcionamiento del sector público.

3.	 Es importante no perder de vista que las 
decisiones relacionadas con la ampliación 
o modificación de atribuciones entre las 
dependencias y entidades de la APF, además 
de los retos de la implementación, tienen un 
componente político que puede afectar los 
resultados. La alineación de intereses de los 
distintos actores involucrados es clave para 
promover un resultado consistente.

4.	 La intención de reducir la corrupción no 
es un resultado que se dará de forma auto-
mática al modificar la LOAPF. Su efecti-
vidad recae en la capacidad que tengan las 
distintas dependencias y entidades de la 
APF para mejorar sus procesos y reducir, a 
través de esta medida, la discrecionalidad 
de las decisiones. Asimismo, la complemen-
tariedad de estos esfuerzos con las acciones 
enmarcadas en el SNA será también un 
elemento clave para alcanzar este propósito.

5.	 Finalmente, la reforma de la APF será 
un proceso incremental que tendrá que 
responder a las condiciones en las que se 
ejecuten las políticas públicas. Esto impli-
cará que deban hacerse ajustes o modifica-
ciones a lo largo del tiempo que faciliten a 
las organizaciones públicas el cumplimiento 
de su objeto de creación.
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